
Al iniciar un estudio de este género sentimos la tentación de 
pone1 en su vanguardia toda una larga teoría de advertencias. Tan 
ingente es el problema y tan difícil concretarle en pocas páginas. Voy, 
sin embargo, a limitarme a dos que, para mí, son sustanciales. 

Escribir sobre las "Bases generales para un nuevo Código penal", 
no supone dejar que la imaginación vuele y estampar breves o largas 
obsei vaciones sobre un Código ideal para "cualquier parte del mun- 
do" con cuya frase se acostumbra, en esta interminable post-guerra, 
a aludir a un indeterminado territorio o mar. Las leyes són para un 
país concreto y no cabe divagar sobre el tema, ni ensoñar perfecciones 
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abstractas. Pasó la época en que un Bentham hacía "de encargo", 
leyes para otros países, como un afamado modista exporta trajes a 
distintas naciones, como modelos, sin saber si la eventual cliente será 
escuálida u obesa, alta o baja. El famoso utilitarista inglés se enojó 
mucho con los españoles porque no le encargaron su Código penal y 
disparó infundadas críticas, transidas de despecho, contra el Código 
de 1822 que fue, para su tiempo, uno de los mejores cuerpos de leyes 
penales. 

Si al solicitarme este trabajo, me indica el Profesor Rodríguez 
Ramos, Decano de la Facultad de Deiecho en la Universidad puerto- 
l riqueña, que mi estudio ha de versar sobre las "Bases para un nuevo 
Código penal", es obvio que se trata de una ley codificada para reern- 
plazar a otra y es igualmente paladino que no se refiere a otro país, 
sino al suyo. Se trata, pues, de escribir a propósito de un nuevo Có- 
digo penal para Puerto Rico. Por fo1tuna no es cuestión de hacer un 
Código para aquella isla antillana, tarea a la que no me prestaría p01 
razones múltiples y ahora de inoportuna exposición, sino de decir 
someramente en qué bases deberían asentar los puertori iqueños un 
nuevo Cuerpo de leyes punitivas. Incluso podría asaltarme la duda 
-certidumbre si se tratara de negarme a componer todo un Código-e- 
de si un jurista está autorizado para ocupa1se de las bases que pueden 
sei vir de sustento a una ley penal para un país que no sea el suyo. 
Zanja mis dudas el hecho de que al imponer los norteamericanos el 
Código de 19 de marzo de 1902, calcado sobre el de California, lo 
hacían por empeño de dos abogados estadounidenses, J. M. Keedy y 
Leo S. Rowe, que contra la opinión del puertouiqueño Juan Hemán- 
dez López, cambiaron un Código excelente -el de 1879 que, salvo 
leves modificaciones, era el mismo español de 1870- p01 otro inor- 
gánico, defectuosísimo y radicalmente exótico en Puerto Rico, donde, 
por el contrario, habían de seguir rigiendo los Códigos españoles en 
materia civil y comercial. 

La segunda advertencia es que voy a ser lo más parco posible 
en citas de obras y de leyes. Voy a dar mi parecer y sólo excepcio- 
nalmente invocaré el ajeno. Poi lo demás en mis muchos libros, hasta 
ahora impresos, podrá hallar el lector la información que desee, sobre 
todo en los cinco tomos hasta el presente publicados de mi Tratado 
de Derecho penal ( 1). 
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3. El Legalismo y la Codificación 

Frente a ese sistema de imperio del juez, los países europeo- 

Se caracteriza el sistema inglés, que pasó a imperar en Norte- 
américa (y en otros países de dominación británica), poi ser el juez 
quien crea, en última instancia, la norma aplicable al caso, ora a tra- 
vés del Common Law, bien inspirándose en lo que antes decidieron 
otros magistrados, a menudo de jerarquía más alta (Case Law). In- 
tencionalmente hemos simplificado los términos de este régimen que 
nos parece primitivo y sobremanera defectuoso. 

No debe olvidarse que en los pueblos que siguen este sistema, 
incluso si hay estatutos, leyes o Códigos ( como ocurre en algunos de 
los Estados norteamei icanos}, es el juez quien decide, con ínfulas 
de creador del Derecho, pues bien pronto las leyes, estatutos o Códigos 
quedan anegados por las decisiones judiciales. 

Tampoco hay que desconocer, y esto tiene gran importancia para 
lo que luego diremos (infra, núm. 4), que en Inglaterra, donde se 
01 iginó el 1 égimen judicialista, es el juez quien defiende al ciudadano 
contra los abusos del poder ejecutivo y hasta quien sirve de amparo 
a los derechos individuales. De ahí el famoso habeas corpus, que tan 
defectuosamente funciona en los países de Hispanoamérica que lo 
han copiado, donde el juez se designa por el gobierno o donde éste 
tiene medios de doblegar la independencia del mal llamado "Poder" 
Judicial. 

2. El [udicialismo 

Si me propusiera discurrir sobre los fundamentos de un Código 
penal para cualquier otro país hispanoamericano o para un Estado 
de la Europa Continental, sería preciso plantearme el problema de 
si se debe seguir el sistema del Common Law, del Case Law o de leyes 
codificadoras o especiales. Tratándose de Puerto Rico me parece in- 
dispensable el planteamiento de este asunto por el influjo que los 
Estados Unidos ejercen allí. Reduciremos terminológicamente la ma- 
teria en que vamos a ocuparnos previamente, a estos dos vocablos 
interrogantes: ¿Judicialismo o Legalismo? 

l. Los Términos de Elección 

l. SISTEMAS JURIDICOS 
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De cuanto hemos expuesto se deduce nuestro criterio radicalmente 
adverso al judicialismo y enteramente favorable a la codificación. To- 
davía nos importa añadir algunos argumentos más. 

Aunque se nos diga que en los países anglosajones -y sohre todo 
en Inglaterra- se hace justicia incluso con más independencia que en 
los pueblos europeos e hispanoamericanos de régimen codificado, el 

4. ¿Cuál es Preferible? 

continentales y los hispanoamericanos han seguido el de la ley como 
única fuente productora directa del Derecho. Cierto que legalista pue- 
de llamarse también al régimen de leyes aisladas que se componen 
para regular concretos asuntos jurídicos: la pena de prisión, la con· 
dena condicional, la libertad anticipada, el delito de abandono de 
familia, la usurera, etc., etc. Posee la aparente ventaja de que no 
teniendo estas leyes carácter orgánico pueden ser reemplazadas cuando 
se precise por otras más progresivas o añadir las que deban materia- 
lizar una nueva institución, sin dañar al conjunto. 

Pero esas facilidades distan mucho de ser un privilegio deseable 
del legalismo suelto y especial. La experiencia de los pasados siglos 
nos adoctrina. Liega un momento en que el número de leyes, dictadas 
sin orden ni concierto, sumerge en la confusión a jueces y abogados. 
Los prácticos de la Edad Media y comienzos de la Moderna, que no 
hacen más que sistematizar las innumerables leyes en vigor, ilustrán- 
dolas con citas del Derecho Romano y del Canónico, surgieron en 
Europa como consecuencia del caos legislativo. 

Por fin nació la Codificación. No es un sistema perfecto, pero 
es el menos defectuoso. Contra el más giave ataque que se le hace 
de inmovilizar en un momento dado el ordenamiento jurídico de un 
país, pues no se puede cambiar de Códigos tan rápidamente como de 
leyes aisladas, ni introducir en su economía una reforma que desequi- 
libre su armonía, puede alegarse que los países de Europa que viven 
en estado jurídico de codificación han progresado en Derecho mucho 
más que los pueblos del Common Law y dél Case Law ~orno luego 
se demostrará- y que es hacedero insertar en los Códigos reformas 
y nuevas disposiciones sin alterar su contexto orgánico, siempre que 
el reformador sea competente y desinteresado; es decir, que no aspire 
a inmortalizar su pequeño nombre en las modificaciones que intro- 
duce, a menudo sin trascendencia histérica-jurídica. 
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(2) (:riminal LmO. The General Pert, Londres, S1evcns and Son,, 1953 
(3:) HendboOk of Criminal Low, St Paul Min[leaota, 1934- 
(4) G~neral Principle.1 of Criminttl Law. Indlanápolje, The Bobbe M.~rril Co , 1947 Al dar cuenta de e1t• 

obra no escatima Soler sus critic&.!! porque la cermlllolugia y el si~tt.\1113 son inc:ompatib]e1 con lo• moi:lecnos 
conocimientos ju't'idico penales 

Adoptar el judicialismo ~ignificaría en Puerto Rico perder lo 

argumento no nos conmueve. Ante todo porque esa independencia ju- 
dicial no proviene del régimen judicialista, sino a la invei sa, Es oriun- 
da de la Historia que los hombres de hoy no podemos cambiar. Más 
aún, con el régimen de judicialismo, los países de Europa y América 
que viven en la codificación caerían en temibles arbitrariedades 
pretorianas. 

Además, el sistema del Common Laui hace vivir al pueblo 'en que 
impere, un ordenamiento tradicional, lo que explica las dificultades 
de la Gran Bretaña paia abolir la pena de muerte. La tradición de 
colgar delincuentes es tan fuerte allí que se ha podido oir a un Lord 
emplear palabras tan inexplicables como éstas: "No habrá estadísticas 
ni razones que me convenzan de que debe abolirse la pena capital". 
Nada puede mellar su estructura arcaica, Desde el inconsciente le 
viene al noble inglés el afán de ver en la horca a los criminales. "Hay 
razones del corazón que la 1 azón no conoce", pasando porque habría 
que reformar la famosa frase de Pascal, ya que en este caso no se 
trata ni de razones ni de corazón. ¿ Y qué decir de la horrenda espera 
de me=es y meses ( en algunos casos hasta de años), del condenadó 
a muerte, en los Estados Unidos, encerrado en un pabellón especial? 

Para mí hay otro motivo, importantísimo, que nos decide a 
adoptar el sistema codificado y a repeler el judicialista, El enorme 
atraso en que vive la ciencia jurídica de los países anglosajones y el 
enorme progreso de los que han adoptado la codificación. ¿ Qué libro, 
qué tratado inglés o norteamericano puede compaiarse a una obra 
jurídica escrita en Italia, Alemania, Francia, Bélgica, España, Argen- 
tina, México o Brasil? Las construcciones, en estos países, son aca- 
badas, sistemáticas. En cambio eHjamos los mejores y más recientes 
libros ingleses o estadounidenses: los de Glanville L. Williams, (2) J. 
Miller, (3) Jerome Hall, (4) y vemos con estupor que carecen total· 
mente de sistemática, que las instituciones figuran caprichosamente en 
sus páginas, que la dogmática científica les es radicalmente descono- 
cida y que se "consumen en su propia salsa" de leyes, de casos y de 
autores de lengua inglesa, pues el pueril desconocimiento de otros 
idiomas no les permite enterarse de lo que se hace en tierra firme 
o en otros continentes. 
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(5) E1tu reeones tan poco espirituales han ,ido esgrimidil\&, entre otro• por Morán, The ovalanche of Ca.f~ 
Lato, en Indiana Lriw Journol, vol XII. págs. 420 y 1ip Insiste en el tema Félbt Frankfurter, en Col1tmbia 
LaUJ Review (Nueva York), vol XLVII, mayo 1947, págs 527 y sigt 

(6) El "debido proceso" como tutelo de ta, d~techos hu.manos, en La Ley (Buenos A¡res) diario de 24 de 
noviembre de 1953 (en la Revista de eee ncmhre aparece en el tomo 72} ~ publicado luego en La Revi3ta 
de Der«l,o, JurÍSJNudencia y leKi.sladbn (Montevideo)., año 52, agosto octubre 1954 ... páp 169 182. 

(7) Nota en Rec,i.sta. de la. Facultad de Derecho de Mé"ico, tomo V, n-.írn 19, julio sepjfembre 1955, págs 
201 202. 

que queda de auténtica dogmática penal y renunciar a que en la 
enseñanza universitaria se dieran cursos científicos; es decir, sistemá- 
ticos, de nuestra disciplina. Quien haya presenciado -y yo lo he 
hecho- exámenes de Derecho penal en países sometidos al Common 
Law, tiene que horrorizarse de ver que sólo se somete al examinando 
a preguntas de mera aplicación aislada de una ley o de un artículo, 
que una vez reformado, dejará al que así estudió tan ayuno de cono- 
cimientos como el que no hubiere cm sado la carrera "de leyes" ( e 
intencionadamente no escribo "de Derecho"). 

Los puertorriqueños no ignoran que militan también razones prác- 
ticas para no renunciar a la codificación y para huir del judicialismo. 
Las leyes sueltas que imperan en Norteamérica y el fabuloso número 
de casos judiciales, obliga al estudiante y al novel abogado a manejar 
y poseer un número de tomos incompatible con el bolsillo del letrado 
incipiente. . . y hasta con la minúscula cabida de los depai lamentos 
modernos ( 5). Desde otros puntos de vista, menos domésticos, critica 
el régimen del Common Law, aunque termina por defenderlo, el Pro- 
fesor Jerome Hall, mientras que Ferdinand Franklin Stone se muestra 
más decidido partidario de la codificación. 

Algunos autores de lengua española -no penalistas ciertamen- 
te-- han manifestado sus simpatías poi el Common Law o han ex- 
puesto su criterio de que lo mejor sería un régimen que armonizara 
el legalísmo y el judicialismo. Dejemos de lado a quienes hacen esa 
defensa para preservar sus posturas iusfilosóficas, incompatibles con 
el Derecho ya que sus autores en vez de hacer Filosofía jurídica lo 
que hacen es Sociología, así como a otros que con sus inexplicables 
alabanzas parecen querer retribuir la hospitalidad yanqui que reci- 
bieron, puesto que más que ciencia lo que hacen es propaganda, 
para referirnos tan sólo a Eduardo J. Couture que, con limpios p10· 
pósitos, desinteresados, sostiene aquel punto de vista ( 6). Con harto 
motivo observa Niceto Alcalá Zamora y Castillo que si cristalizara 
la pretendida amalgama del sistema continental y del anglosajón, se 
produciría el fenómeno, visto ya en la Edad Media., de "neto predo- 
minio" del primero sobre el segundo ( 7). 

Ahora bien, este fenómeno de absorción, tratándose de Puei to 
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Quedó, sin embargo, más como hija lombrosiana que como con- 
secuencia de la "scuola positiva", una ciencia nueva: la Criminología. 
Pe10 se trata de una ciencia natural y no de carácter normativo, como 
es el Derecho. 

De aquí que pe1 petran giave e1101 quienes pretenden amalga- 
madas. El legislador podrá y hasta deberá contemplar los datos de la 
vida 1 eal y , por ende, buscar apoyo en los estudios criminológicos 
pata escribir sus leyes, el propio juez no debe desdeñar en el enjui- 

6. Derecho Penal y Criminología 

Hasta hace poco, y especialmente en Hispanoamérica, los autores 
e incluso los encargados de componer Códigos penales, se creían 
en Ia necesidad de elegir una escuela en que basar sus Códigos. No 
hace muchos años que la contienda se libz aba entre la llamada escuela 
clásica y la positiva, entendiendo po1 tal, no el positivismo de la ley 
de que se habla siempre en Alemania, frente al justicialismo; sino 
del positivismo criminológico italiano que, basado en la antropología 
lomln osiana, tuvo a Ferri como jefe. Aunque en algunas cátedras 
hispanoamericanas se hable todavía de esa tendencia, que feneció hace 
rato en la esfera filosófica, lo cierto es que la "scuola positiva" tan 
a la moda tiempo ha, agónica desde hacía mucho, lanzó su último 
suspiro en el VI Congreso lntenacional de Derecho penal habido en 
Roma el año de 1953, y recibió sepultura al set entenado Felipe Gris- 
pígní en agosto de 1955. 

5 Las Escuelas Periclitadas 

II. ORIENTACION CJENTIFICA 

Rico, aniesga de producirse a la inversa; es decir, con el triunfo del 
régimen anglosajón sobre el codificado por motivos radicalmente aje- 
nos a la superioridad del continente-europeo, y consistentes en la 
mera gravitación de los poderosos Estados Unidos soln e una pequeña 
isla. Poi esto mismo, p01 el fundado temor de que a la hora de cam- 
biai el pésimo Código que impera en Puerto Rico, surja otro Mistei 
Row que pese otra vez sobre los juristas de la isla pata inspirarles 
acaso un Código de elemental y breve estructui a, fácil de sei superado 
por el judicialismo, ha escrito tan largos párrafos de introducción en 
defensa del régimen codificado. 
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(8) Véase nuestro artículo La ºnueva'' Iieíensa Social, en Lo Lev, diario de 29 de agosto de 1957 
{9) Yid mi Troitulo, tomo l, 21!- t"dic\ón, pá.g: 3gg. 

Hacer una exposición de sus postulados seria por demás inútil. 
Es un positivismo sin positivismo, que inspiró Filippo Gramatica y que 
hace diez años parecía destinado al Íl acaso. La ínter vención de penalis- 
tas franceses y belgas, de merecida nornhradia, le ha dado impulso 
momentáneamente ascendente, y a partir de 1951 se habla de "la nueva 
Defensa social". Sus partidarios publican o bias, artículos y celebi an 
Congresos internacionales; pero no creemos que perdure este amorfo 
movimiento ( 8) . 

Cuardémonos de inspirar nuestros Códigos penales en semejante 
orientación ( más propio sería decir desorientación). Insisto en ello 
porque ya existe uno que lleva el título de Código de Defensa Social 
-el cubano aunque su articulado nada tenga de moderno y conserve 
la pena de muerte-, y hasta un Proyecto con igual nombre en Suecia. 
que encama las doctrinas de Schlyter, recogidas ahora por Strahl. Pe10 
aparte de que la gran cultura de los pueblos nórdicos puede permitirles 
tales ensayos -como el recentísimo Código de Groenlandia de 1954- 
no debe desconocerse que frente a ese Proyecto sueco hay otro que 
subsistiría junto a él, cuando se transforman en leyes, en el que se 
ai ticulen los intitutos jurídicos propiamente dichos ( 9). 

Lo curioso es que cuando los juristas nos habíamos librado de la 
mixtui a del positivismo italiano, cobra impulso otra tendencia, que 
sin el valor filosófico y natur alista que tuvo la "scuola", y con una 
vaguedad, radicalmente incompatible con la ciencia (pues carece de 
objeto y método propios), que motiva escisiones entre sus actuales 
partidarios, amenaza con tener un cierto fulgor, efímero sin duda pe10 
lo bastante peligroso para que sus ideas facilísimas de exponer, pren- 
dan en los países hispanoamericanos, que no renunciaron al ameno po- 
sitivismo sin añoranza. 

7. La Defensa Social 

ciamiento las enseñanzas antropo-sociológicas de esa ciencia para mejor 
comprender al delincuente e individualizar la pena que le imponga; 
y hasta el encargado de la p1 isión ha de saber cuanto la criminología 
nos muestra en materia de la causa del delito y de la naturaleza del 
delincuente, si quiete intimidar, corregir o inocuizar al que transgredió 
la norma, Pero el Código penal es un trozo del ordenamiento [uridico 
y por ende ha de ser formal y normativo. 
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(10) Hemos tratado de eBta teoría y hemos dado abundantísima Ilibliogro.fía sobre ella en nuestro Tratado. 
ton:io 111, 2.• edición, en el apartado II bis del Cap U del Tih1lo ll; así como en el tomo V, págis 
196 197 

Obvio resulta, pues, que un Código penal ha de ser una ley penal; 
es decir, un cuei po codificado en el que se regulen las instituciones 
jurídico-penales. 

Pe10 aún no hemos resuelto todos los problemas previos refe- 
rentes a las Bases del nuevo Código punitivo, puesto que en el propio 
campo del Derecho Penal hay variadas tendencias, entre las cuales 
existe actualmente una de enorme boga en Alemania. Es cierto que 
no ha penetrado en Francia, ni en Bélgica -y ni qué decir tiene que 
es enteramente ignorada en los países de habla inglesa-e-, peto se 
ha escrito mucho sobre ella, no sólo en su patria de origen, sino en 
Italia, en España, en la Argentina, en México y en el Brasil. Me 
refiero a la teoría finalista de la acción, de la que Hans Wezel es 
creador, y en la que asienta von Weber su Grundiss y Reinha1t Mau- 
rach su reciente Lehrbuch (10). 

En síntesis, se trata de opone1 la acción finalista que es la dolosa, 
al mero acaecer "ciego" del caso fortuito y el resultado "ciego" del 
acto culposo, que se origina, sin embargo, en un quebranto del deber 
de obrar conforme a un fin jurídico. Las modificaciones sistemáticas 
de esta doctrina son ingentes. El dolo y la culpa no figuran ya como 
especies de la culpabilidad ni pertenecen a ella, sino que forman 
íntima parte de la acción. Poi ello, en la Parte general figman dos 
g1 andes secciones: la de delitos dolosos y la de los actos culposos, 
acaparando aquéllos todas las instituciones jurídico-penales. Es decir, 
que el dolo se anticipa en los eslabones del sistema, y salta desde el 
último, en que figura con el método tradicional ( acción-antijuricidad- 
tipificada-culpabilidad con sus f01 mas dolosas y culposas), al primer 
puesto cuya caractei istica reclama una cierta neutralidad, puesto que 
la acción ha de ser el soporte de las valoi izaciones objetivas y 
subjetivas que suponen la antijmicidad y la culpabilidad. 

Prevengámonos contra estas novedades que acaso no perduren 
y procuremos no afiliar el nuevo Código penal a doctrinas o tendencias 
que hoy pa1ecen seductoras y que acaso pasen rápidas. No sólo po- 
seei iamos entonces un Código anticuado a los pocos años, sino que 
impediríamos a los jueces, con esas fórmulas demasiado perfiladas, 
que se inspiraran en ollas temías que acaso estén inéditas aún. Apren- 

8 La Construcción Jurídica y el Código Penal 
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()1) Biuet die Ent111icklung der tfo;t,natíschen Str-aftccht.swiuenscho/t seie 1930 "l"eranlasJung in der Reform de.$ 
Alleenu:inen Teíls des Sunfrechts nese JJi ege ~1t gehem? ... en Zeitschrift fur die ge1anue StraJrechtswi'SUnJ 
chaft IBerfjn}, vol LXVI {1954), cuaderno 3,:i, pág 339 

Ill. EL SISTEMA 
9. El Plan Consagrado 

Aunque los Códigos de los Estados Unidos de América ~y el 

damos la lección de Karl Engisch que, pensando en la reforma del 
Código penal emprendida en Ia República Federal alemana el año 
1954, escribió estas sensatas palabras: "Mi opinión. . . es que el 
legislador debe mantenerse lo más alejado posible de la lucha de 
teorías, no sólo para dar oportunidades a las doctrinas que se hallan 
en debate, sino también paia dar paso a los nuevos pensamientos que 
se elaboran y que no han surgido todavía" (11). 

El nuevo Código penal debe, pues, precaverse contra el deseo 
de estar a la última moda, aunque justo es que hagamos un Código 
moderno. En matei ia legislativa nos pa1ece que la tendencia político- 
criminal ha dado los mejores Ílutos. En ella se mantiene el principio 
de imputabilidad y culpabilidad y se acepta el estado peligroso, no 
sólo paia gradua1 la pena, sino para sustituido pot una medida de 
seguridad, cuando el peligro subjetivo del agente sea de mayor im- 
portancia que el delito, tal vez de gravedad mínima objetivamente 
considerado En consecuencia, y como luego se verá (infra, núm. 18), 
es preciso conservar la pena con su naturaleza retributiva, y admitir, 
además, medidas de seguridad con única índole preventiva. 

Esta tendencia pol itico-cí iminal está largamente experimentada 
a partir del Código noruego de 1902, puesto que en ella se inspiran 
todos los Códigos europeos modernos: el de Italia de 1930, el de 
Dinamarca, del mismo año, el de Polonia de 1932; el de Rumania 
de 1936; el de Suiza de 1937, el de Islandia de 1940; el de Giecia 
de 1950, el de Bulgaria de 1951, el de Yugoeslavia del mismo año, 
e incluso los Códigos de la Unión Soviética donde, a partir de los 
inmediatos años anteriores a la anteguerra, se restaura el nomln e 
de pena junto a los medios de defensa, y hasta se duplica el máximo 
de aquélla, para ciertos delitos, a fin de restituirla su papel de 
prevención general. Político-ciiminales son también, en Hispanoamé- 
rica, los Códigos del Pe1 ú de 1924,, de México de 1931, del U1 uguay 
de 1933~ de Cuba de 1937, de Colombia del mismo año, del Brasil 
de 1940 y de Costa Rica de 1941. Incluso el argentino de 1921-1922 
podría figurar como tímidamente adscrito a esa orientación. 
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Es obvio que el Código no tiene pa1 a qué definir el delito. Su 
noción, larga y complicada, más bien de índole descriptiva, no ense- 
íiai ía cosa alguna al penalista científico y más bien confundiría al 

ll. El Delito y las Definiciones 

Los Códigos penales modernos destinan su pi imei título a legislar 
sobre la ley penal. Sabido es que los Códigos civiles contienen un título 
preliminar que se estima -sin mucho fundamento- como aplicable 
a todas las ramas del Derecho, donde se trata de las fuentes, así como 
de la ley y su interpretación. 

Cuidándonos de no repetir los temas tratados en ese Código, debe 
el penal ocuparse en establecer las reglas que al respecto le son 
propias: nullam crimen, nulla poena sine lege, proscripción de la 
analogía, extractividad legal beneficiosa, alcance de la ley en el 
territorio y su aplicación extlate11ito1ial en ciertos casos, y concentrados 
pi incipios sobre la extradición. 

10. La Ley Penal 

IV. LA PARTE GENERAL 

vigente en Puerto Rico por su infeudación al de California- no 
tienen bien delimitada la diferencia entre Pat te general y Parte espe- 
cial, no sólo los Códigos modernos de casi todo el orbe, sino los 
Tratados, siguen esa división, hasta el punto de que se esfuerzan en 
adoptaila, con más o menos fortuna, los citados libros de Williams, 
Mille1 y Hall. 

Se impone, pues, acoger con absoluta fidelidad, la separación 
del Código en dos Palles En la primera se legislará sobre los pi in- 
cipios generales referentes a la Ley penal; al sujeto activo o Delincuen- 
te; al Delito y sus caí acteres; a las Causas que eximen de la sanción; 
a las Penas y Medidas de seguridad; a la Medida de las sanciones, y, 
finalmente a las Causas que extinguen la pena o la pretensión punitiva 
Incluso puede tratarse aquí, como lo vemos en los Códigos de España 
y de Hispanoamérica de la responsabilidad civil. 

La Parte especial constará de dos secciones. La pi imei a se desti- 
nará a los delitos en particular, poi el orden que luego expi esai emos 
(vid. inii a, núm. 22) y la última a las contravenciones o faltas. 

Bases Generales para un Nuevo Código Penal 101 



Sólo el hombre, el de carne y hueso, puede decirse que delinque 
Huyamos de las tesis, actualmente ya en decadencia, que pretendían 
hacer criminalmente responsable a las personas jurídicas. 

Creo que los puertorriqueños harán bien en no dejarse seducir 
por las sirenas norteamericanas -por otra parte nada hermosas-> 
que con muy conti adictot ias fórmulas legales y jui isprudenciales tien- 
den a que las corporaciones no públicas y las sociedades, puedan ser 
sujeto de la pena. Se citan ejemplos de otras legislaciones -como el 
ofrecido por las leyes de Derecho penal económico de Alemania- 
sin reparar que no se conmina en ellas, a la persona jm ídica, con 
verdaderas penalidades. 

12. El Delincuente y el Hombre 

hombre práctico y a las gentes, en general, paia quienes el Código 
significa a la vez insti umento de defensa y fó1mula conminatoria 
paia lograr la prevención general. Ya advirtió Carlos Stoos, al iniciar 
la composición del Código penal suizo -que no había de regir hasta 
1942- que los Códigos debían estar escritos sencillamente. En cam- 
bio, conviene no sólo expiesar que los delitos se cometen también poi 
omisión, como hacía el Código de Puerto Rico de 1879, y sigue ha· 
ciéndolo el español y buen número de legislaciones penales hispanoa- 
mericanas, sino que nos parece oportuno dar su concepto o al menos 
establecer que hay omisión no sólo cuando existe un deber de obrar 
impuesto por la ley, sino cuando éste deriva de compromisos entre 
partes e incluso de la conducta anterior del propio sujeto que debió 
ejecutar el acto que se espera y que indebidamente omite. Así lo hace 
el recentísimo Proyecto de Código penal para la Alemania de Occiden- 
te, que no ha visto la luz pública, pe10 que se ha impreso a meros fines 
de discusión entre los comisionados de la reforma, en diciembre de 
1956. 

Por el contrario, no nos parece oportuno establecer en la ley las 
reglas de causalidad. Lo han hecho algunos Códigos, como el italiano 
de 1930, el uruguayo de 1933 y el brasileño de 1940. Las discusiones 
de los penalistas no sólo sobre el alcance del texto italiano, sino in- 
cluso sobre si se afilia a la teoi ia de la equivalencia de las condiciones, 
a la causación adecuada, o a alguna de las doctrinas de la causa jurí- 
dica, son palmaria probanza de que no se puede zanjar en pocas líneas 
una cuestión erizada de dificultades filosóficas, jm ídicas y hasta físi- 
cas. Por otra parte, este es asunto imposible de resolver sin la presencia 
de] hecho, poi lo cual compete más decidirlo al juez que al Iegisladoi 
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Es preciso distinguir en la ley estas categoi ías: autor y coautores; 
autor mediato, instigador, y auxiliadores y cómplices. El autor no 

13. Autores y Partícipes. Lugar del Encubrimiento 

En efecto, el delito es un acto típicamente antijui ídico y culpable. 
La culpabilidad requiere o bien conciencia de lo antijurídico del acto, 
o bien posibilidad de conocer su injusticia, según se trate de dolo o 
de culpa. Pues bien, aunque lleguemos a la vieja pretensión de Gie1ke 
-que no era un penalista- y proclamemos la voluntad de las aso· 
ciaciones, nos será absolutamente imposible decir que son conscientes. 
Todo el que conozca un poco de psicología, sabe que hablar de la 
conciencia en una corpo1 ación sei ía un insigne dislate. 

Poi lo demás, quienes se erigen como defensores de esa respon- 
sabilidad penal de las petsonas jurídicas, inciden en un equívoco, 
bien flagtante en el Código de Defensa Social cubano: designar con 
el nombre de penas, medidas que no lo son Nosotros tampoco preten- 
demos que se proclame la inmunidad de la asociación. Es posible 
dictar contra ella providencias eficaces, cuando han sido el medio para 
que una pe1sona física delinca: es posible disolverlas, suspenderlas, 
etc. Pe10 éstas no sólo no son penas, sino ni siquiera medidas de 
segmidad. Constituyen consecuencias administrativas de hechos delic- 
tivos, de igual índole que la confiscación y destrucción de insti umentos 
y efectos de un delito, cuando son ilícitos y peligrosos, sin importar 
si pertenecen a tercero, 

Cosa muy distinta es que se pene a los que ejecutar on el hecho 
posible, como lo proclama el § 14 del Proyecto de Código penal 
paia la República Federal alemana, que en forma clara elimina la 
pretendida responsabilidad criminal de las asociaciones. Se dice en ese 
texto que quien "obra como órgano autorizadamente representativo de 
una persona jui idica, como miembro de ella o como representante 
legal de otro, será penado como autor", 

Es, en nuestro sentir, absolutamente necesai ia, cuando del delin- 
cuente se trata, la exigencia de la imputabilidad, concebida como capa- 
cidad en el Derecho punitivo. Si hemos visto que la escuela positiva 
italiana ha pasado al imponente acer vo de las teor ías fenecidas, con 
ella cayó la falsa tesis de la responsabilidad legal o social que postuló 
Enrique Ferri. Ahora bien, no nos paiece oportuno definir afirmati- 
vamente la imputabilidad, sino de manera negativa; es decir, consig- 
nando las causas de inimputabilidad (vid, inf,a, núm. 14). 
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( 12) Sobre estos problemas vid nuestro rapport gé.nirol al Vil Congreso Internacional de Derecho Penal 
habido en Atenas del 26 de septiembre al 2 de octubre de 1957: L'oríeruoüon. maderne de3 notions 
d'a1ue11r de finjr(lction et de participation á l inlraction , en Re1111e intcrnationale de Droit pénd vol 
XXVIII (1957), págs 4i9 511 

puede ser definido extensivamente. No sólo es el que realiza las ca- 
i acteristicas esenciales del tipo y sobre todo el núcleo de la figma 
delictiva expresado en el verbo activo (matar, hurtar, violai ), sino 
que como Brockelmann dice, es el dueño de la acción. El autor mediato 
es el que se vale de una persona incapaz por enajenación, trastorno 
mental transitorio, sueño hipnótico o menor de edad, pata cometer un 
oi imen. Este inmediato autor es irresponsable: responde penalmente 
el mediato, puesto que aquél no es en sus manos sino un ínsn urnento 

Todos los demás son participes y por ello se requiere el acto 
principal del autor y la accesoriedad limitada. Es instigador el que 
induce a otro a ejecutar un delito. El auxiliado, y el cómplice sólo 
realizan actos de ayuda, por importantes que sean, pero con ánimo se- 
cundario. Así resolvemos, con una tesis objetivo-subjetiva, la intrincada 
cuestión del cómplice. Se trata de conducta accesoria, Aho1a bien, he- 
mos dicho que esa accesoriedad es limitada y la condición que la i es- 
n inge es la culpabilidad: cada uno responde de su acto en tazón al 
dolo propio. No hablamos de culpa po1que no creemos posible la par- 
ticipación en ella: cuando dos o más pe1sonas resultan ligadas mate- 
i ialmente en un hecho culposo, cada una responde como autor. 

Cuanto se ha dicho no empece para que, a veces, pueda sancio- 
narse con la misma pena al cómplice y al autor. Se trata aquí de 
normas integi ativas, en tazón de la causalidad ( elemento objetivo) 
y de la culpabilidad del partícipe ( elemento subjetivo). Pensemos, 
r,01 ejemplo, en el que auxilia, movido por los rencores contra una 
mujer que justamente le rechazó, a un joven inexperto y de apasionado 
carácter, a violar a una muchacha La pena del auxiliador no debe 
ser más baja que la del autor principal. Pe10 esto se consigue al esta- 
blecer las sanciones y el arbitrio del juez en ellas, sin llega1 a desna- 
turalizai los conceptos del autor y de partícipe. Debe pi osor ihii se la 
fórmula imperante en algunos Códigos de definir como autores a los 
auxiliadores. Más cauto el español y el de Puerto Rico de 1879, decían: 
"Se consideran autores . ", con lo que no se afirmaba que lo fueran, 
sino que se asimilaban a los propiamente dichos ciertos importantes 
participes, en cuanto a la pena. Es mejor, empero, definir estrictamente 
cada categoría, estableciendo en principio paia los cómplices una pena 
menor, sin perjuicio de Iacultai al juez para equiparar la de éstos a 
la conminada para las autores ( 12). 
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De propósito hemos reunido bajo este epígrafe todas las causas 
que eximen de i esponsahílidad penal, sean de justificación ( como la 
legítima defensa), de inculpabilidad ( como el error}, o de inimpu- 
tabilidad ( como la enajenación) . 

Tentados suelen estar los codificadores, sobre todo si son pena- 
listas científicos o profesores encargados de la tarea, de estampar 
expresamente esos términos de clasificación. Preferii íamos no enun- 
ciados. La ciencia camina más de prisa que los legislado1es, y los 
problemas de dogmática siguen muy controvertidos, Poi ejemplo, el 
estado de necesidad es para muchos una causa de inculpabilidad, 
mientras que pa1a otros -ent1e quienes nos contamos- es, con cier- 
tas condiciones, una causa de justificación; la obediencia jerárquica, 
poi el contrario, es a nuestro juicio una causa de inculpabilidad, y 
para la opinión tradicional una causa de justificación; el error suele 
situarse entre los problemas de la culpabilidad como límite del dolo, 
mientras que nosotros preferimos afiliarle entre las causas de in- 
culpabilidad. 

Prescindamos, pues, de títulos y a lo sumo sepaiemos en artículos 
p1 opios las diferentes causas de exención penal. 

Empecemos por las de justificación. Propiamente no son más 
que ti es: el eiercicio de un derecho y cumplimiento del deber; la legí- 
tima defensa, y el estado de necesidad. La primera no ofrece dificulta- 
des en su regulación legislativa. Para la segunda lo mejor es volver al 
texto del Código puertorriqueño, dado por España, que definió y con- 
dicionó la defensa legítima de modo insuperable; a lo sumo se podría 
simpl.ificar uniendo la defensa del pariente y la del extraño en un 
solo inciso relativo a la defensa ajena. 

14. Las Causas de Exclusión de Pena 

Queda el problema del encubrimiento. En los viejos Códigos 
~como el español, ahora en palle modificado en este punto, y el 
antiguo de Puerto Rico- así como en los Estados Unidos de América, 
el encubridor aparecía o aparece como un co-delincuente. Craso error, 
La causalidad decide lo contrario, Su conducta no ha intervenido en 
la causación del hecho, puesto que actúa posteriormente como favo- 
recedor del reo o como receptador de los instrumentos del delito o 
de las cosas provenientes de él. Las modernas legislaciones definen 
el encubrimiento como un delito en particular. 
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Más cuestiones suscita el estado de necesidad. Seré causa de 
justificación cuando el bien que se salva es superior al que se sact i- 
fica: mientras que sólo funciona como causa de inculpabilidad cuando 
no se da esa prepondeí ancia de intereses, pero no puede exigírsele al 
agente que soporte el peligro que corre el bien jui idico amenazado. 
Esta diferente condición del estado de necesidad se reconoce en el 
citado Proyecto de Alemania, en su § 38. 

Como causa de inculpabilidad debe figma1, en primer término, 
el error, valuado también el de derecho, aunque con ciertas condicio- 
nes, que hoy se acostumbra a designar con el más exacto título de erro, 
de p,ohibición. A ese g1upo de causas inculpables, pertenece el ei í or 
sobre las eximentes, sobre todo la llamada defensa pusasiua, y la obe- 
diencia je, árquica, que supone un acto anti-jurídico, en sí mismo, 
aunque el subordinado que obedece crea que es legítimo. 

Si la llamada no exigibilidad de otra conducta se nos presenta en 
la vigente dogmática jurídica alemana como causa supralegal de in- 
culpabilidad, malamente podríamos captarla para reducirla a reclusión 
entre los bauotes de la ley. Prefeüble es dejarla en libeitad para que 
los jueces la aprecien cuando sea preciso individuaiizai , hasta el ex- 
tremo grado, el elemento subjetivo de la infracción. 

Finalmente, ocupémonos de las causas de inculpabilidad. El ena- 
jenado, término muy expresivo para el jurista, comprende cuantas 
formas de enfermedad mental sean capaces de hacer del hombre un 
sujeto distinto. El trastorno mental transito, io reemplaza con ventaja 
a la inconciencia, tan difícil de comprobar y tan imposible de hallar 
en forma absoluta. Pe10 tanto aquélla como ésta han de subordinarse 
a elementos valorativos, sin que importe que paia su apreciación se 
necesite el perita je de los médicos ( que profesan una ciencia natural}, 
En efecto, es preciso en uno y otro supuesto, que el agente no pueda 
comprender, la naturaleza de su acto, o si la comprende que no pueda 
obrar conf 01 me a ese conocimiento; es decir, que sea incapaz de in- 
hihir sus impulsos violadores de la norma. He aquí el concepto ne- 
gativo de la imputabilidad. 

Digamos, poi último, que es inimputable el menor. Determinar 
la edad límite no es fácil. Las legislaciones modernas excluyen del 
Der~cho Penal a los menores de dieciséis años y hasta algunas elevan 
a dieciocho años la incapacidad penal. De todos modos convendr ia 
proclamar que esos menores se entregarán a establecimientos de edu- 
cación, reforma o custodia, sin que el juez ordinario intervenga, salvo 
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No hay tema en Derecho Penal más delicado que éste. Supone 
individualización de la conducta del homln.e y es preciso adentrarse 
en terreno psicológico y normativo por demás arduo. Prescindamos 
aquí de si la culpabilidad es psicológica o normativa, de si el dolo 
y la culpa son caractei isticas de ella, o más bien sus formas o especies, 
pa1a decidir si debe definirse la culpa y el dolo o si es mejor p1es- 
cindii de tales nociones. Aunque en los trabajos de la Cran Comisión 
pai a la Reforma del Código Penal de la República Federal Alemana, 
se dijo que seria preferible no dar en la ley tales preceptos, lo que 
me parece equivocado, es lo cierto que en el Proyecto impreso p10- 

16. La Culpabilidad y sus Especies 

No parece útil hoy conservar la vieja diferencia entre tentativa 
y delito [iustrado, que adoptaron los Códigos de España e Hispano· 
américa -enll e ellos el puertorriqueño de 1879- pues bastar á, al 
establecer la pena -que no debe set igual a la del delito consumado, 
como se hizo en el Código francés de 1810, sino inferior a ella en 
principio-e- poner en manos judiciales la posibilidad de equipararla. 
Tendrá así el magistrado ancho margen para determinar la sanción 
justa, atendiendo así la tentativa está meramente iniciada o si llegó 
subjetivamente a su término, 

La tentativa debe definirse como "comienzo de ejecución" con 
lo cual se eliminan los actos preparatorios, que sólo pueden set pu- 
nibles en contados casos como delitos en particular (poi ej. la tenencia, 
sin justificación, de ganzúas o llaves falsas). Cosa muy distinta es si 
el sujeto se manifiesta como peligroso. Puede intei venir entonces una 
ley de peligrosidad independiente de lo delictual, problema que ahora 
nos ocupa. 

Muy debatido se halla el asunto de la tentativa imposible poi 
inidoneidad de los medios ( envenenar con substancias innocumas o 
inexistencia del objeto apuñalar a un hombre que estaba muerto}. La 
Iórmula más aceptada es la de no penar el hecho sino en razón de 
la peligi oeidad del acto y de su autor. 

15. La Tentativa 

para los límites de edad y resolver los posibles problemas de orden 
familiar. Lo mejor es legislar aparte sobre niños y adolescentes, en 
un Código del menor. 
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Ya hemos afamado (vid. inf1a, núm. 8) que la orientación po· 
Iítico-oriminal en que ha de inspirarse todo Código de hoy, reclama 
que se instalen en su texto, además de penas, medidas de seguridad. 

17. Debate sobre su Natiu aleza 

V. PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

visionalmente, en diciembre de 1956, aparecen muy completas defi- 
niciones de esas especies de la culpabilidad. 

A mi parecer el dolo debe sei definido más o menos así: "Obra 
dolosamente quien ejecuta el acto con conciencia y voluntad o quien lo 
emprende teniendo el resultado como posible consintiendo, a todo even- 
to, en que se 1 ealíce". De este modo no sólo se abarca en la definición 
el dolo di, ecto, sino también el dolo eventual. 

Más difícil de concretar es la fórmula de la culpa ( denominación 
preferible a la de "imprudencia" que usaba el antiguo Código puei- 
toniqueño, y a la de "negligencia", que campea en el Código Penal 
alemán). que será preciso definir como posibilidad de p1ever que se 
quebranten deberes, o como previsión del resultado, diferenciando 
en este caso la llamada culpa consciente del dolo eventual poi la 
no ratificación del resultado previsto y el probado aserto de que si 
lo hubiese tenido poi seguro no habr ía proseguido la iniciada conducta. 

Es posible y hasta deseable que conste en la par te genei al del 
Código el delito preterintencional. Los códigos suelen enumerar, entre 
los delitos especiales, algunas formas de preterintencionalidad -como 
en caso de homicidio- y otras figuras empai entadas con ella, que se 
denominan "delitos calificados por el resultado". Es necesario ge- 
neralizar la p1 eterintención y prescindir de los delitos que acabamos 
de nomhrar, rastro de épocas superadas en que se castigó por la mera 
causación. En el delito pretei intencional hay un maridaje de dolo )' 
culpa. Dolo en el arranque, proponernos dar un golpe a nuestro advei · 
salio, y culpa en el resultado, causarle la muerte; pero para imputar 
este efecto más grave se precisa, si hemos de caracterizarle como cul- 
poso, que se hubiese podido prever, Poi ejemplo, en el incendio ínten- 
cionalmente producido, en el que muere carbonizada una pe1sona, se 
necesita, si hemos de imputar el suceso letal al incendiario pretei- 
intencionalmente, que hubiera podido p1eve1 que en la alquería in- 
cendiada dormía un hombre. Si ese segundo hecho era imprevisible 
no se puede ca1gar al incendiaiio la muerte de su semejante. 
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t 13) Pnra todas estas cuesrsonee vid nuestro rapoet el YI Cot,greilo internacional de Derecho Penal, cele 
bmdo en Roma en 1953 : Les peines et les mesures de 5Úreté en Reoue intemationale de Dralt penal 
[Per¡s}, tomo 24, 1953, págs 535 553 

Juzgamos voluminoso e1101 esa pretendida unificación. La pena 
es, por naturaleza, retributiva y produce un mal como efecto, ya que 
lo es siempre cualquier privación de derechos (libertad, pecunia, car- 
go u oficio), aunque no pretendamos que su fin sea expiatorio, ya 
que quei emos -más o menos ü1fructuosamente- lograr con ella la 
1 esocialización del delincuente o en todo caso hacerla inocua. Poi ser 
retributiva cumple la pena su función <le prevención general. 

En cambio la medida de seguridad, que no se vincula a la cul- 
pabilidad, como la pena, sino a la peligrosidad del agente, se agota 
toda en la prevención especial, evitando que el peligroso siga sién- 
dolo (13). 

En consecuencia, será preciso que el nuevo Código puertorrique- 
ño no sólo incluya penas, sino medidas de seguridad para aquellos 
sujetos que hayan delinquido poi causa de enfermedad mental, por 
embriaguez consuetudinaria, por recalcitrante desafección al traba- 
jo, etc. 

Sería, no obstante, grave error seguir el ejemplo de algunos có- 
digos que imponen conjuntamente pena y medida; es decir, que hacen 
expiar la pena primero y que aplican después la medida de seguridad. 
Cuando la peligrosidad, por ser grave, sobrepase al delito, acaso de 
poca monta, la medida de segmidad ha de reemplazar totalmente a 
la pena. 

Si se trata de delincuentes habituales, la medida asegurativa, de 

18. La N ecesa, ia Diferencia 

Hace medio siglo que los positivistas negaron la diferencia sus· 
Lancial entre éstas y aquéllas. Por eso los seguidores de la "scuola" 
hablaron de "sanciones" para abarcar las dos formas de reacción 
[rente al delito y, por eso mismo, el Código de la Rusia Soviética, en 
su forma originaria de 1924, habló, en conjunto, de "medidas de 
defensa social", denunciando con ello una inspiración positivista ita· 
liana, que Feui señaló y que los soviéticos infundadamente negaron. 
Por desgracia, cuando todo esto parecía superado, incluso hasta en la 
Unión Soviética, los partidarios de la Defensa Social vuelven ahora a 
la vieja y olvidada tesis de que no hay, al menos "en la práctica", 
diferencias entre la pena y medida asegurativa. 
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(14) Mariano Hnía Punes, La crisis de la prUión, La Habana, Montero, 1949, ha eatudiado mejor que nadie 
fo, »ocívce electos de J~s cárce]e-' 

Prescindiendo de las de carácter accesorio, es preciso establecer, 
como penalidades básicas: La privación de libertad y la multa. 

Sobre la crisis de la prisión se ha escrito mucho (14,), y a pesai 
de sus inconvenientes es harto difícil prescindir de ella. Los ensayos 
de regímenes abiertos sólo son aplicables en su restr ingido círculo 
de delincuentes. 

Lo que se halla definitivamente juzgado es el afán, del que fue 
máximo ejemplo el Proyecto de Enrique Feni pa1a Italia, compuesto 
en 1921, de crear muchas clases de penas pi ivativas de libe1tad. Basta 
con establecer una en el Código: la prisión, con establecimientos dis- 
tintos y regímenes variados, a los que luego se aludirá, La relativa 
crisis del Código Penal suizo, que no tiene más que hes lustros de 
vigencia, y las reformas que ahora tratan de introducirse en su texto, 
son buena p1 ueba de que los códigos penales deben abstenerse de 
íraccionai las penas privativas de Iibertad y de tratar del régimen 
penitenciario ( vid. in/1 a, núm. 21). 

La multa ha adquirido al fin definitiva estructura. El sistema 
nórdico, que en 1916 introdujo Juan C. G. Thyrén en el Anteproyecto 

20. Las Clases de Penas y su G, adación 

Puesto que en Puerto Rico fue abolida en 1929 la pena capital, 
me reduciré, en este punto, a insistir en su eliminación del futuro 
Código. No faltan gentes de reaccionario espii itu, que atribuyan todo 
aumento de la criminalidad a la falta de esta pena máxima en las 
leyes Peto el caso de la Gran Bretaña tan eminentemente ti adiciona- 
lista, que ha reducido, po1 la ley de 1957, a casos extraordinai ios la 
pena de horca, es argumento decisivo para los abolicionistas que cada 
vez lo somos en mayor número. 

19. Exclusión de la Pena de Muerte 

carácter severo, al reemplazar a la pena que demostró su inutilidad 
por las varias reincidencias del sujeto activo, funciona no sólo en la 
esfera de la prevención especial, sino en la general, puesto que, co- 
mo hemos dicho, es una medida grave, que en algún Código reciente, 
como el griego, recibe el nombre de "pena de seguridad". 
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La gradación de las penas es uno de los más trascendentales 
asuntos, con que los jueces t10peza1án Hay que dejarles amplio ar- 
bitrio, y tampoco debemos escatimáiselo a la administración peni- 
tenciaria -aunque sea el juez quien en última instancia decida- en 
un moderado sistema de sentencia indeterminada, que poi cierto ya 
existe en puerto Rico. 

Pe10 tampoco podemos prescindir de la individualización legal 
que se logi a por el enunciado de cu cunstancias atenuantes y ag, auan- 
tes. En último término no puede negarse que éstas, sean de una u 
olla clase, tienen siempre índole subjetiva, puesto que incluso las 
que parecen referirse sobre todo a la cantidad del delito refluyen en 
la gradación de la culpabilidad, poi lo cual no nega1emos que tam- 
bién pueden ser emplazadas sistemáticamente en el título en que se 
legisla sobre el sujeto activo de la infracción. Piénsese en un hmto 
mínimo, en esas Iormas que en Alemania se llaman "hurtos de boca", 
como la sustracción de unas frutas o de un pedazo de carne, sin que 
suponga el hecho estado de necesidad, ya que en este caso nos halla- 
ríamos ante la justificación del hurto famélico. No cabe duda de que 
ese hurtador de sustancias alimenticias (pensemos en el adolescente 
que trepa al árbol para comer manzanas, naranjas o cocos) es menos 
culpable que el estafador de una joya muy valiosa. 

Los códigos de España e Hispanoamérica -incluyendo el de 
Puerto Rico de 1879- y, lo que es más extrafio aún, el ya mencio- 
nado Proyecto Feniano de 1921, daban largos catálogos de circuns- 
tancias atenuantes y agravantes, que llegan a su colmo en el Código 
de Defensa Social de Cuba. Debemos prescindir de esas fatigosas e 
inútiles enumeraciones y adoptar la fórmula elástica del Código Penal 
argentino que, en su artículo 41, ordena tan solo tomar en cuenta, 

sueco, ha logrado ser ya ley en Escandinavia, ha pasado el océano y 
se ha legislado en el Código de Cuba, y se acoge ahor a en el tantas 
veces mentado Proyecto alemán. Consiste en regular la multa en los 
códigos mediante unidades abstractas -que se denominan "día-mul- 
ta"-, entregando al juez su efectiva transformación en dinero Por 
ejemplo, el daño intencional se penará con una a veinte cuotas ( días- 
multa) y el juez, en atención a los ingresos o a la fortuna del culpa- 
ble, decidirá si cada cuota debe consistir en veinte centavos o en veinte 
dólares, Así se logra la justa igualdad ideal pa1a cada autor del mis- 
mo delito, y la no menos justa desigualdad de acuerdo, en cada caso, 
a las rentas, sueldos o salarios del individualizado delincuente. 
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Es evidente que no me p1opongo hacer una exposición de los 
delitos en especie. Me limitaré a proclamar la mgente necesidad de 
ordenarles y regularles conforme a un sistema científico Cuando se 
lee el vigente Código puertorriqueño se siente la sensación del vacío. 
Tan absurdo es el método adoptado para definir y sancionar los de- 
litos particulares. 

Sin ser individualista, me parece evidente que los más graves 

22. Clasificación de los Delitos 

VI. LA PARTE ESPECIAL 

De aquí que cada vez se tienda más a separa1 la ejecución de 
las sanciones del Código Penal, y a crear un Código propio para i e- 
gulai la. Como el menester mío de esta hora es el de escribir sobre 
las bases pata un nuevo Código punitivo, y no el de decir cómo puede 
redactarse una ley para codificar las normas ejecutivas de las medi- 
das de seguridad, dejo simplemente consignados estos temas sin entrar 
en detalles que alargarían innecesai iamente este estudio. Los distintos 
establecimientos penitenciados y los regímenes progresivos 'lue deben 
imperar en el tratamiento del recluso, son asuntos que ha de resolver 
el Código de Ejecución de Penas. 

A medida que las ramas jurídicas se hipertrofian, preñadas de 
problemas cada vez más arduos, se produce un fenómeno de secesión 
Así se explica que las normas paia ejecutar las penas reclamen cada 
día con más impei io una ley especial y autónoma. P01 otra pai te, 
cuanto más dogmático y jurídico se hace el penalista más extrañas 
le resultan las cuestiones de la llamada "Ciencia" o "Derecho pe- 
nitenciai io". 

21. El Código de Ejecución de Sanciones 

para fijar la pena, la naturaleza y conducta anterior del reo, la ca· 
lidad de los motivos, etc , etc. 

A lo sumo se podrán consignar algunas circunstancias especial- 
mente atenuantes, que en Francia y en Italia acostumbran a Ilamai 
"excusas", y legislar sobre la reincidencia y sobre la hahítualidad y 
el profesionalismo delincuentes, de manera propia y detallada, pata 
someter a tan temibles sujetos a especiales reglas de aseguramiento. 
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Aunque no pretendo parodiar la frase de Lomhroso, de "delitos 
viejos y delitos nuevos", es paladino que hay inh acciones envejecidas 
que subsisten momificadas, mientras que otras hace muchos años que 
desaparecieron, como la herejia y la hechicería. Debe seguir el mis- 
mo camino de olvido el duelo que al periclitar los hábitos caballe- 
i escos sólo es hoy una farsa rídícula. Lo que en él haya de privile- 
giado, honoris causa, puede beneficiar como atenuante genérica al que 
mata o lesiona a otro, sea en duelo regular, en duelo criollo, o en 
riña motivada. 

En contrapartida, buen número de delitos nuevos han ido apa- 
reciendo: la omisión de socorro, agravada cuando el desalmado fu- 
gitivo fue el causante de la situación desgraciada de la víctima ( como 
en el caso del que escapa a toda velocidad de su automóvil tras de 
causar el ah o pello), y la inasistencia de los deberes familiares ~que 

23. Delitos Nuevos 

delitos son aquellos que atentan contra la vida del hombre. Y, como 
no somos partidarios de dictaduras, colocamos en el postrer Iugar 
al Estado, creación humana, vestidura político-jurídica de la Nación 
que es mucho más entrañable porque indica solidaridad de sus gentes 
en el aye1, en el hoy y en el mañana (por eso la inmensa mayoría de 
los países de Hispanoamérica son Estados, pero es muy dudoso que 
sean ya Naciones), Se comenzará, pues, en un Código Penal auténtica- 
mente democrático, poi los delitos contra el individuo y dentro de 
ellos por los que tienen como bien jurídico, que importa proteger, 
la vida humana, tanto en su integridad física como en la moral, que 
es el honor, la libertad y la honestidad; finalmente se configurarán 
los delitos contra el pau imonio del individuo Inmediatamente se 1 e- 
gulai án los delitos conu a la familia, breve círculo de hombres y mu- 
jeres que conviven bajo un común sentir y a veces bajo el mismo techo. 
Siguen luego los delitos contra la sociedad, a fin de tutelar con la pena 
la salud pública, la segtu idad colectiva, la economía y el trabajo. Van 
después los delitos contra la Nación, sancionando los que atentan a su 
seguridad exterior e interior. Puede terminarse esta parte especial 
con los delitos contra el Estado, bajo cuyo epígrafe deberán figmar 
los delitos de los funciona, ios públicos, contra la Administración de 
Justicia, y hasta los delitos conu a la fe pública, aunque acaso fuera 
más conecto insertar los en la sección de los delitos contra la sociedad, 
puesto que tratan de proteger la verdad y el crédito moral, 
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(15} Al ser liberada la Argentina de )a desconcertante 8ituación que 'Vivió doce efice, me im ~!..;.ron varias de 
1u1 Uafvereídadee -de les que estuve , olunlariamente alejado desde 1946-- a dar cursos o conferencfaé, 
or&.. sobre lo que debe ser la. Universidad bien sobre el Derecho Penal de un" democrecte Sobre este 
tema, aunque no enfocado expresamente hacia la reforma del Código Penal a1gentino -que me parece 
sobremanera tneeceeeele->, di en le Facultad de Deeechc de la antigua y preatigtosa Universidad de 
Córdoba. un breve, curso de tres conferencies él .:iño 1956. El Centro de Estudiantes de Derecho de 
a.que] alto centro de eetudtoe, ha Impreso esla• dlaertachmes bajo el título con que fueron prcuunciedaa t 
Bases para una Re.stauraciá" del Derecho Penal Demt1crl1tii.:o, Córdoba, C,1nderno1,1 enero mano 1957 

Al poner punto ±inal a mi trabajo quiero repetir lo que dije al 
comienzo: No ha sido mi propósito hacer un Proyecto de Código Pe- 
nal. Sino decir las "bases generales" en que debe asentarse una legis- 
lación punitiva para una genuina democracia ( 15). Por eso no he 

CONCLUSION 

24. Las Contravenciones 
Nos parece muy conveniente destinar un libio último a una pos· 

trera sección, a las faltas, o oonn avenciones. Puede adoptarse el mé- 
todo, seguido en otros países, de relegarlas a un Código de faltas, 
confiando su enjuiciamiento a jueces municipales o correccionales, o 
a un Código de Policía, como ha hecho Costa Rica. Sin perjuicio de 
que esta clase de contravenciones, variables de suyo, se definan y san· 
cionen en un Código especial, creemos que las faltas a las que llama· 
1 on Pacheco y Dorado Montero delitos livianos o miniatura de delitos, 
han de consignarse en esa sección o libio con que se cierre el Código 
Penal. 

con menos propiedad suele llamarse "abandono de familia"-. Estos 
dos delitos se configuran en la ley como omisión simple; es decir, sin 
tener en cuenta el resultado de agravación o muerte del no socorrido, 
aunque se transformen en delitos de comisión poi omisión cuando, el 
que no presta socorro o niega la asistencia familiar, se p1oponga dolo- 
samente producir el deceso, la agravación de la enfermedad o herida, 
o el reducir a la víctima a misérrimas condiciones de existencia. 

La usura, la entrega de pago de cheques sin provisión de fondos, 
el en, iquecimiesuo ilícito de funcionarios, y los delitos económicos, 
son otras tantas ínfracciones que estamos obligados hoy a definir en 
el cue1po de leyes penales. Con respecto a estos últimos convendría 
abstenerse de hacerles proliferar en demasía. Sólo han de inscribirse 
en el Código Penal los más fundamentales y ya definitivamente pei- 
filados. Los restantes, debido a su falta de consistencia y a su constante 
cambio ( mercado negro, agio, monopolios, etc.), es preferible incluir- 
les en una ley especial, donde se definan delitos sensti stricto e infrac- 
ciones administrativas. 
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(Tomado de la Revista Ju, ídi ca 
de la Universidad de Puerto Rico) 

encarado todos los problemas que un Código tiene Ioizosamente que 
enfientar. Me he circunsezito a .aqueJJas cuestiones más debatidas hoy 
entre los mejores penalistas del mundo. La competencia de los hom- 
bres de Derecho pueitorí iqueños salvará las inevitables lagunas de 
que ha de adolecer, po1 necesidad, un trabajo que se enmarca en el 
estrecho cuadro de un artículo de Revista. 
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